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SR. SECRETARIO GENERAL DE INNOVACIÓN 
Y DE LA CALIDAD DEL SERVICIO PÚBLICO DE LA JUSTICIA 
 
Ministerio de Justicia 
c/San Bernardo,21  
 
MADRID 

 
A la vista de la propuesta de resolución sobre medidas preventivas en la Administración de 
Justicia CSIF realiza las siguientes manifestaciones:  
 
Primera.- Se trata de un documento que no sirve para el escenario en el que nos 
encontramos transcurrida una semana desde la declaración del estado de alarma y con la 
escalada de casos de contagio que estamos observando día a día.  
 
Segunda.- Se trata de un documento que podría ser útil hace varias semanas cuando se 
conocieron los primeros casos de coronavirus en nuestro país. A estas alturas ya no sirve 
pues hemos pasado de la fase de prevención a la de protección y evitación del contagio. 
 
Tercera.- En la situación actual lo que se precisa son hechos. Es urgente e inaplazable que 
las sedes de la Administración de Justicia cuenten con medios de protección adecuados y 
suficientes para todo el personal que presta los servicios esenciales y también para el público 
que, eventualmente, se persone en aquéllas.  
 
Cuarta.- En definitiva las medidas que en el documento se contemplan son en su mayoría 
palabras vacías de nula efectividad práctica.  
 
Quinta.-  Por poner dos ejemplos de lo anterior, se habla de dotar de mascarillas y guantes 
cuando, el Ministerio no deja de repetir que las mascarillas no son necesarias y que éstas y 
los guantes son bienes muy escasos y destinados prioritariamente a la sanidad. Una de dos, 
o hay mascarillas y son necesarias o no lo son, pero no se puede decir una cosa y proponer 
un plan de medidas “preventivas”. 
 
Por otro lado, los carteles deberían estar ya puestos hace meses y, ahora, en vez de gastar 
dinero en ellos se podría invertir en guantes o geles por poner un ejemplo.  
 
Sexta.- Lo que los empleados públicos de la Justicia demandan, lo que la ley de prevención 
exige y lo que el Real Decreto Ley de estado de alarma persigue son medidas de protección 
reales, inmediatas y efectivas para evitar el contagio propio y ajeno con el objetivo de frenar, 
cuanto antes, la expansión del coronavirus COVID-19 y evitar el colapso de los servicios 
sanitarios que están viviendo una situación crítica que no parece que se vaya a aliviar en las 
próximas fechas sino todo lo contario.  
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Séptima.- Y no por ello menos importante, las medidas deben aplicarse también al Cuerpo 
de Letrados de la Administración de Justicia (Libro V de la LOPJ) y, en consecuencia, debe 
mencionarse esta cuestión en todas las resoluciones que tengan relación con sus condiciones 
de trabajo como es, en este caso, medidas relacionadas con la salud y la prevención de 
riesgos. Un personal al que legalmente representamos las organizaciones sindicales más 
representativas.  
 
Por todo lo anterior, CSIF se ratifica en las propuestas que ya le fueron presentadas 
vía whatsapp y correo electrónico en la tarde de hoy 21 de marzo.  
 
(el documento contiene algún añadido respecto de su versión inicial) 
 

PROPUESTAS DE CSIF EN RELACIÓN AL PROTOCOLO 
DE ACTUACIÓN DURANTE LA VIGENCIA DEL ESTADO 
DE ALARMA 
 
 
Una vez declaradas por el Consejo General del Poder Judicial y el propio Real Decreto Ley 
8/2020 la suspensión de las actuaciones judiciales y de los plazos procesales salvo algunas 
excepciones, CSIF sigue insistiendo que la mejor manera de contribuir desde la 
Administración de Justicia a poner freno a la expansión del coronavirus es el establecimiento 
de un régimen de prestación de los servicios esenciales en la modalidad de 
disponibilidad y localización a salvo de una mínima dotación presencial que se cubriría 
por turnos rotatorios de servicios de guardia por jurisdicciones y en el caso de 
Juzgados mixtos por partido judicial. En el caso de la guardia de instrucción 
solicitamos que se reduzca el personal presente a la mitad ante la evidencia, por los 
datos que nos fueron facilitados por el propio Ministerio, de que la actividad ha disminuido un 
50% respecto de un día “normal”.  
 
Este régimen de disponibilidad permite mantener abierta la Administración de Justicia 
atendiendo los servicios esenciales fijados por el CGPJ, el Ministerio de Justicia y la Fiscalía 
General del Estado en su resolución conjunta del 14 de marzo. En este sentido sería 
conveniente que se coordinaran también las sucesivas instrucciones del Consejo en materia 
de servicios esenciales y que se han venido publicando en los últimos días.  
 
Para CSIF esta modalidad de prestación de los servicios esenciales permite, además, de 
atender a las necesidades de los ciudadanos en un momento de crisis sanitaria, la protección 
a la salud de los profesionales de la Justicia y contribuye a la consecución del objetivo de 
frenar la expansión del COVID-19 o dicho de otra manera al ruego del personal sanitario de 
que nos quedemos en casa cuantos más mejor.  
 
Hace tiempo que CSIF viene solicitando la extensión de la posibilidad el teletrabajo en 
la Administración de Justicia para todo el personal. No obstante, la estrategia seguida 
por las Administraciones competentes ha sido la de facilitar los medios para ese teletrabajo 
sólo a algunos cuerpos. Una decisión discutible, pero sobre la que no hace falta ahondar 
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mucho puesto que una crisis como ésta ha demostrado que es la nula operatividad del 
teletrabajo en nuestro sector puesto que el virus, el causante de las restricciones de 
movilidad impuestas, afecta a todos por igual.  
 
Ventajas de la disponibilidad: 
 

 Reducir al máximo el número de sedes abiertas al público evitando mayor 
presión a la demanda de limpieza, higienización y seguridad de sedes y 
facilitando una más rápida acción en este sentido.  
 

 Reducir al máximo el personal expuesto cada día estableciendo una especie de 
servicio de guardias, reduciendo el riesgo de contagio de acuerdo con el 
objetivo del Real Decreto Ley expresado por el Presidente del Gobierno en 
repetidas ocasiones.  

 

 Maximizar los servicios de limpieza y de seguridad acotando las zonas de uso 
y tránsito, así como la seguridad del edificio y el personal de limpieza y de 
seguridad necesario. 
  

 Evitar el incremento de la presión sobre la demanda de productos de higiene y 
demás materiales de prevención que, como desgraciadamente, es escaso y 
debe destinarse prioritariamente a proteger al personal de primera línea en el 
combate del virus.  

 

 Permite maximizar la cantidad de personal disponible toda vez que debido a las 
medidas de prevención impuestas por el Gobierno como cierre de colegios y 
centros de día de atención a dependientes y a la existencia de una población 
de mayor riesgo de evolución grave de la enfermedad tras el contagio, el 
número de personal disponible, no corresponde con la plantilla completa.  

 

 Preservar al personal de Justicia para cuando realmente se necesite porque, al 
final, cuando esto suceda si no se toman medidas, casi todos estarán de baja 
por COVID-19. 

 
Una segunda medida, es la extensión de los test de coronavirus a todo el personal de 
Justicia, al menos a aquéllos que estén disponibles para prestar esos servicios para 
cubrir esos servicios mínimos. 
 
Se trata de una medida recomendada públicamente desde la propia Organización Mundial 
de la Salud. Ante la evidencia que un gran número de portadores del virus no desarrolla 
síntomas aparentes, esta prueba permitiría una detección precoz de un positivo lo que 
facilitaría tomar medidas preventivas tanto en relación con el centro de trabajo como con las 
personas que pudieran haber tenido contacto con ella. Se trata de prestar los servicios 
esenciales y no ser, potencialmente, vectores de contagio para el virus.  
 
Una tercera medida, sería el establecimiento de un sistema de detección precoz e 
información rápida de casos sospechosos de positivo o positivos por coronavirus.  
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Es decir, que toda aquél funcionario/a del Cuerpo que sea, puesto que repetimos, el COVID-
19 no conoce de Cuerpos judiciales, tenga la obligación de comunicar de forma inmediata a 
la Administración competente su situación a los efectos de su cómputo y de adoptar las 
medidas oportunas de prevención en los edificios y en las personas.  
 
Toda la información relevante sobre estos casos sospechosos de positivo (Cuerpo, destino, 
días que estuvo trabajando presencialmente) debe comunicarse a las organizaciones 
sindicales en el seno de la Comisión creada en el Ministerio de Justicia y, también por medio 
de los delegados de prevención del ámbito donde esté destinado ese efectivo, a los efectos 
de conocimiento y colaboración en el establecimiento de las medidas preventivas.  
 
La información en estos casos se podrá facilitar a través del superior funcional o jerárquico 
según los caos y a través de los delegados de prevención o miembros de Junta de personal 
que se designen.  
 
Todo ello sin perjuicio de los protocolos establecidos por la autoridad sanitaria como puede 
ser la comunicación a los teléfonos de emergencia facilitados por las CCAA.  
 
Una cuarta medida, hace referencia al protocolo a seguir en caso de detección de un 
positivo o sospechoso de positivo que debería implicar el cierre de la sede donde estuviera 
destinado para desinfección y el aislamiento de las personas que hubieren tenido contacto 
con ese positivo y el seguimiento de su evolución.  
 
Todo ello sin perjuicio de los protocolos establecidos por la autoridad sanitaria como puede 
ser la comunicación a los teléfonos de emergencia facilitados por las CCAA.  
 
Un quinto grupo de medidas, se refiere medidas de protección en los edificios y en las 
zonas donde se prestan los servicios esenciales y zonas de tránsito interior.  
 
Debemos enfatizar que estas medidas llegan con retraso, que no se puede arriesgar la 
salud de los trabajadores y de sus familias por falta de medidas de protección. CSIF ya 
ha iniciado acciones legales para exigir que se suministren medios de protección a todo el 
personal de Justicia.  
 

 Restricción severa en el acceso al edificio de público y sólo para realizar actuaciones 
relacionadas con los servicios esenciales. Sólo puede acceder el interesado o, en su 
caso, si se necesita ayuda un acompañante. En realidad, las restricciones de movilidad 
impuestas regulan de forma natural este acceso.  
 

 Instrucciones claras y control sobre las zonas de tránsito para el público. Se trata de 
evitar el descontrol dentro de las sedes judiciales. Una razón más para implantar el 
régimen de disponibilidad. Cuanto menos espacio (respetando las medidas de 
distanciamiento) destinado a los servicios esenciales menos espacio para controlar.  

 

 Debería disponerse de guantes desechables, en la medida de lo posible, mascarillas 
y geles o soluciones hidro alcohólicas para todo el personal que presten esos servicios 
esenciales.  
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 Lo mismo debería hacerse con el público que accede a las zonas en las que se están 
prestando los servicios esenciales que en todo caso deben tener acotadas las zonas 
de acceso. En todo caso, estas personas nada más entrar y al salir deben estar 
obligadas a lavarse las manos con carácter previo a realizar cualquier gestión o al 
abandono de la sede donde se preste el servicio esencial.   

 

 Debería disponerse material de oficina (bolígrafos etc…) exclusivo para las personas 
que acceden a las zonas en las que se están prestando los servicios esenciales y las 
de tránsito. y que deberían ser objeto de limpieza como mínimo al final de la jornada 
junto con la limpieza y desinfección del local.  

 

 Debería extremarse la limpieza de las zonas en las que se están prestando los 
servicios esenciales y las de tránsito al menos dos veces al día.  

 

 En relación con la desinfección se debe establecer un plan de desinfección inmediata 
de todos los centros de trabajo donde vayan a prestarse servicios esenciales.  
Asimismo, se debe dar información actualizada sobre los planes de desinfección y las 
actuaciones bajo demanda en los casos de detección de un caso positivo o 
sospechoso de positivo. Información que deberá facilitarse al personal afectado y a las 
organizaciones sindicales.  

 

 En todo caso, deberían primarse el uso de la atención telefónica y telemática así como 
el uso de la videoconferencia si fuere necesario. En algunas sedes judiciales se está 
utilizando el sistema de video conferencia entre salas de una misma sede para evitar 
los contactos. En otro caso, deberían prepararse las salas de las comparecencias con 
separaciones físicas para evitar el contacto directo.  

 
Otro tipo de medidas en el caso de mantenerse el régimen presencial de prestación de 
los servicios esenciales: 
 

 Reducción del horario de atención al público a 2 horas y media como máximo para 
limitar la estancia del personal en las sedes judiciales incrementando el riesgo de 
contagio. 

 

 Dados los datos de evolución del virus deberían contemplarse medidas para el caso 
de que se apruebe el cierre de los centros públicos.  

 
 

En Madrid, a 21 de marzo de 2020. 
 
 
 
 
 

Fdo. Javier Jordán de Urries Sagarna 
Presidente del Sector Nacional de Justicia de CSIF 


